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López Pérez, Sargento de Infantería, quien postula por sí mismo, 
y de otra, como demandada, la Administración Pública, repre­
sentada y defendida por el Abogado del Estado, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 15 de diciembre de 1977 
y 31 de marzo de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 22 
de junio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio- 
so-administrativo interpuesto por don José Granados Weil, Pro­
curador de los Tribunales en nombre y representación de don 
José López Pérez, contra resoluciones del Ministerio de Defensa 
de quince de diciembre de mil novecientos setenta y siete y 
treinta y uno de marzo de mil novecientos setenta y ocho, debe­
mos declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajusta­
das a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, par­
cialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente el dere­
cho que tiene a percibir el complemento de destino por respon­
sabilidad en la función, desde la fecha de la efectividad econó­
mica de su ascenso a Sargento, hasta la entrada en vigor de la 
Ley cinco/mil novecientos setenta y seis, le once de marzo,

condenando a la Administración ai pago de las cantidades que 
resulten en este proceso, y no hacemos expresa imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con o establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32795 ORDEN 111/02016/1982, de 3 de noviembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 de 
junio de 1982 en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Francisco Martín Mora, 
Sargento de Infantería, C. M. P.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Fran­
cisco Martín Mora, Sargento de Infantería, quien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 19 de julio y 13 de 
diciembre de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 17 de junio 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Lorenzo Sans Sans, Le­
trado, en nombre y representación de don Francisco Martín 
Mora, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de diecinue­
ve de julio y trece de diciembre de mil novecientos setenta y 
ocho, debemos declarar y declaramos no ser las mismas en 
parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recu­
rrente el derecho que tiene a percibir el complemento de destino 
por responsabilidad en la función, desde la fecha de la efectivi­
dad económica de su ascenso a Sargento, hasta la entrada en 
vigor de la Ley cinco/mil novecientos setenta y seis, de once 
de marzo, conden. ido a la Administración al pago de las canti­
dades que resulten en este proceso, y no hacemos expresa impo­
sición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguiadora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallares.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32796 ORDEN 111/02017/1982, de 3 de noviembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia de 
la Audiencia Nacional, dictada con fecha 9 de junio 
de 1982 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Celestino Martínez Castro, Sar­
gento de Infantería, C. M. P.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido ei única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Ce­
lestino Martínez Castro, Sargento de Infantería, quien postula 
por sí mismo, y de otra, como demandada, la Administración 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 9 de septiem­
bre y 28 de diciembre de 1978, se .ha dictado sentencia con 
fecha 9 do junio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Juan Carlos Estévez 
Fernández-Novoa, Procurador de los Tribunales, en nombre y 
representación de don Celestino Martínez Castro contra reso­

luciones del Ministerio de Defensa de diecinueve de septiembre 
y veintiocho de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, 
debemos declarar y declaramos no ser las mismas en parte 
ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asi­
mismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recu­
rrente el derecho que tiene a percibir el complemento de destino 
por responsabilidad en la función, desde la fecha de la efectivi­
dad económica de su ascenso a Sargento, hasta la entrada en 
vigor de la Ley cinco/mil novecientos setenta y seis, de once 
de marzo, condenando a la Administración ai pago de las canti­
dades que resulten en este proceso, y no hacemos expresa impo­
sición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1056, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en. sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmos Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32797 ORDEN 111/02018/1982, de 3 de noviembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia de 
la Audiencia Nacional, dictada con fecha 8 de junio 
de 1982 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Antolín Méndez Pérez, Sargento 
de la Legión, C. M. P.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes de una, como demandante, don An- 
tolin Méndez Pérez, Sargento de la Legión, quien postula por sí 
mismo, y de otra como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 19 de septiembre 
y 28 de diciembre de 1978. se ha dictado sentencia con fecha 8 
de junio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Juan Carlos Estévez 
Fernández Novoa. Procurador de los Tribunales, en nombre y re­
presentación de don Antolín Méndez Pérez, contra resoluciones 
del Ministerio de Defensa de diecinueve de septiembre y veintio­
cho de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, debemos 
declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas 
a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, parcial­
mente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente el derecho 
que tiene a percibir ei complemento de destino por responsabi­
lidad en la función, desde la fecha de la efectividad económica 
de su ascenso Sargento, hasta la entrada en vigor de la 
Ley cinco/mil novecientos setenta y seis, de once de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
resulten en este proceso, y no hacemos expresa imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de' Defensa nú-



mero 54/1082, de 16 de mano, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General 
Directo^ de Mutilados de Guerra por la Patria.

32798 ORDEN 111/02034/1982, de 10 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 7 de julio 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Ginés Sanz Ballesta, ex Brigada 
de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Ginés Sanz Ba­
llesta, ex Brigada de Infantería, quien postula por sí mismo, y 
de otra, como demandada, la Administración Pública, represen­
tada y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 21 de noviembre de 1979 
y de 12 de febrero de 1980, se ha dictado sentencia, con fecha 
7 de julio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, estimando el recurso interpuesto por don 
Ginés Sanz Ballesta contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de veintiuno de noviembre de mil novecientos 
setenta y nueve y de doce de febrero de mil novecientos ochen­
ta, sobre haber pasivo de retiro dimanante del Real Decreto-ley 
seis/mil novecientos setenta y ocho, debemos anular y anulamos 
los referidos acuerdos, como disconformes a derecho, y en su lu­
gar declaramos el derecho del recurrente a que se le efectúe 
Huevo señalamiento de pensión de retiro con porcentaje del no­
venta por ciento sobre la base correspondiente, con especial con­
dena en costas a la Administración.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo aV.E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de noviembre de 1982 — P. D., el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha­
vila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

32799 ORDEN 111/02038/1982, de 10 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 16 de 
julio de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Basiliso Sardinero Her­
nández, Cabo Mecánico de Aviación.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Basiliso Sardinero 
Hernández, Cabo Mecánico de Aviación, quien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar de 25 de 
marzo de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 16 de julio 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos- Que, declarando no haber lugar a su inadmisibili­
dad y estimando parcialmente el recurso interpuesto por don Ba­
siliso Sardinero Hernández contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar sobre haber pasivo de retiro dimanante del 
Real Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, debemos 
anular y anulamos los referidos acuerdos, como disconformes a 
derecho, y en su lugar declaramos el derecho del recurrente a 
que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro con 
porcentaje del noventa por ciento sobre la base correspondiente, 
con efecto de primero de abril de mil novecientos setenta y 
ocho y sin especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27

de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, lo de noviembre de 1982 —P. D., el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha­
vila Bailarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

32800 ORDEN 111/02040/1982, de 10 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 30 de 
junio de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Francisco Torres de 
la Cruz, ex Sargento de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribuna! Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Francisco Torres 
de la Cruz, quien postula por sí mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Su­
premo de Justicia Militar de 21 de junio de 1979 y de 3 de 
diciembre de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 30 de junio 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos Que, estimando el recurso interpuesto por don 
Francsico Torres de la Cruz contra acuerdos del Consejo Su­
premo de Justicia Militar de veintiuno de junio de mii novecien­
tos setenta y nueve y de tres de diciembre de mil novecientos 
ochenta, sobre haber pasivo de retiro dimanante del Real De­
creto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, debemos anular y 
anulamos los referidos acuerdos, como disconformes a derecho, 
y en su lugar declaramos el derecho del recurrente a que se le 
efectúe nuevo señalamiento de pensión de.retiro con porcentaje 
del noventa por ciento sobre la base correspondiente, con espe­
cial condena en costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad coñ lo establecido en Ja Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos-la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 10 de noviembre de 1982.—P. D., el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha­
vila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

32801 ORDEN 111/02041/1982, de 10 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 7 de julio 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Pablo Traba Ricote, Brigada 
de la Guardia Civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes de una, como demandante, don Pablo Traba Ri­
cote, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de Jus­
ticia Militar de 31 de octubre de 1979 y 13 de mayo de 1981, 
se ha dictado sentencia con fecha 7 de julio de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, rechazándose la alegación de inadmisibilidad 
hecha por el Abogado del Estado y estimando parcialmente el 
recurso interpuesto por don Pablo Traba Ricote contra acuerdos 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de trenta y uno de oc­
tubre de mil novecientos setenta y nueve y trece de mayo de 
mil novecientos ochenta y uno, sobre haber pasivo de retiro 
dimanante del Real Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y 
ocho, debemos anular y anulamos los referidos acuerdos, como 
disconformes a derecho, y en su lugar declaramos el derecho del 
recurrente a que le efectúe nuevo señalamiento de pensión de 
retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre la base 
correspondiente con efecto de uno de abril de mil novecientos 
setenta y ocho, y sin especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislati­
va”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»


